En la ciudad de Santiago del Estero, a los 06 días del mes de Agosto de dos mil trece, reunidos los Sres. Vocales DRES. AZUCENA BRUNELLO DE ZURITA, PABLO SANTIAGO SIRENA Y VICTOR MANUEL ROTONDO (Vocal de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civ. y Com. de 2ª Nom.) bajo la presidencia de la Primera y ante la Secretaria Autorizante, en la Sala de Acuerdos de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación, para dictar sentencia definitiva en los autos caratulados: Expíe. 280.666 (G-276) "GOMEZ DE VALDEZ LUISA TERESITA contra AGUAS DE SANTIAGO S.A. sobre DAÑOS Y PERJUICIOS- BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS", venida en apelación la sentencia dictada por el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Cuarta Nominación con fecha 09 de septiembre de dos mil once que RESUELVE: 

1) Hacer lugar a la demanda por indemnización de daños y perjuicios interpuesta por Teresita Gomez de Valdez y en consecuencia condenar a la demandada Aguas de Santiago S.A. al pago de la suma de Pesos Dieciocho Mil Doscientos ($18.200,00) en concepto de daño material, lesión permanente y daño moral, con más los intereses de la tasa pasiva promedio que publica el Banco Central de la República Argentina, a partir de la fecha del hecho, esto es 24/08/2.002 y hasta su efectivo pago. Con costas. 

2) Rechazar el reclamo del rubro lucro cesante impetrado por el actor, conforme lo expuesto en el considerando nº 4 b).- 

3) Hacer extensivos los efectos de esta sentencia a Equitativa del Plata Sociedad Anónima en los términos del art. 118 de la ley 17.418 en la medida y proporción de la póliza contratada. Not. Practicado el sorteo de estilo resultó que los Sres. Vocales debían votar en el siguiente orden: Dres. Brunello de Zurita, Pablo S. Sirena y Victor Manuel Rotondo. Puesta la causa a estudio, el Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 1) Es justa la sentencia venida en apelación?2) Qué decidir sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTION, la Dra. B. de Zurita dijo: Plataforma fáctica: a los fines del recurso resultan relevantes los siguientes hechos: Luisa Teresita Gomez de Valdez interpone demanda de cobro de pesos por daños y perjuicios en contra de Aguas de Santiago S.A. por la suma de $32.724,00 o en lo que en más o en menos resulte de la prueba a producir, más intereses y costas. En su escrito inicial manifiesta que sufrió un accidente de tránsito el día 29 de octubre de 2.002, aproximadamente a las 20,45 hs. en Avda. Moreno sud pasando Sor Mercedes Guerra. Que se conducía en una motocicleta marca Honda 50 Scooter y cayó en la cinta asfáltica ocasionándose lesiones en su persona y daños en el rodado. Que la causa de la caída se debió exclusivamente a la negligencia de la demandada, quién había realizado una abertura en el pavimento por trabajos de conexión domiciliaria, y no efectuó señalización que advierta el obstáculo. Que como consecuencia de la situación la conductora perdió el equilibrio y cayó perdiendo el conocimiento, por lo que fue trasladada al Hospital Regional y posteriormente a la Clínica Yunes, donde permaneció internada en terapia intensiva hasta el día 31 de octubre, pasando a habitación común hasta el 5 de noviembre del mismo año. Que con motivo del accidente sufrió fractura de parrilla costal izquierda y fractura de clavícula izquierda sin desplazamiento, como también de arcos posteriores en costilla 4,5 y 7, y la pérdida de un diente. Que a más de los daños físicos, también sufrió daños materiales en su vehículo, el casco y vestimenta que llevaba.- Reclama por daño emergente $8.874; lucro cesante $8.800; lesión permanente $ 5.000; daño moral $10.000. A fs. 187/194 contesta la demanda el accionado. 

A fs.530/538 obra la sentencia de primera instancia, la que es apelada por la actora a fs. 539, por la accionada a fs. 543 y por la citada en garantía a fs. 540.- A fs. 559/561 obran los agravios de la actora; a fs. 564/567 los de la demandada, y a fs. 570/574los de la citada en garantía, los que son refutados a fs, 577/578-580/583 y 584/585, respectivamente. Los agravios de la parte actora: se circunscriben al rubro lucro cesante, rechazado por el Sentenciante. Manifiesta que el Magistrado desestima tal rubro por considerar que no existe prueba al respecto, lo cual no coincide con las constancias de autos, ya que claramente emana de las testimoniales la actividad laboral que desarrollaba la actora. Agravios de la accionada: consisten en la responsabilidad atribuida, la que es fundada en los términos del art. 1.113 del Código Civil, al considerar el Sentenciante que el pozo fue efectuado por la empresa Aguas de Santiago SA, y que al momento del accidente dicha empresa no se había desprendido de la guarda, vigilancia y control. 

Manifiesta el quejoso que, contrariamente a lo sostenido por el Juzgador, se ha demostrado en autos que carecía de responsabilidad en el evento dañoso, en virtud de no haber revestido el carácter de guardián ni vigiladora del pozo existente, toda vez que la repavimentación y custodia del bache se encontraba bajo responsabilidad de la Municipalidad de la ciudad Capital. Expresa, que el 18 de octubre de 2.002 se comunicó por nota a la Municipalidad de la Capital la realización de trabajos en la zona.Que en fecha 23 de octubre de 2.002 mediante nota GT-23002, se comunica a la Dirección de Estudios y Proyectos de la Municipalidad la conclusión de los trabajos, señalando que se había procedido a efectuar el relleno y compactación de la zanja abierta en la calzada, quedando liberado el tránsito en el lugar, como asimismo que se debía efectuar la repavimentación, quedando de ese modo, a partir de la recepción de la nota, eximida de responsabilidad conforme a lo establecido en el art. 9 de la Ordenanza Nº 3480/01. A partir de dicha fecha la Municipalidad quedó a cargo de la repavimentación del lugar, del bacheo y balizamiento del mismo. Que el accidente se produjo seis días después de la conclusión de los trabajos (29 de octubre), cuando la guarda y custodia del pozo se encontraba a cargo de la Comuna, por lo que no rige para su parte la responsabilidad objetiva normada por el art. 1.113 del Código Civil, como lo sostiene el A quo en la sentencia. 

Dichas consideraciones se encuentran corroboradas con la prueba informativa producida a fs. 440, 442/459. Que todo ello demuestra la falta de legitimación pasiva, en tanto no pesaba sobre la accionada el control ni la guarda de la cosa causante del daño. Que la circunstancia que apunta el Sentenciante en cuanto a que la Comuna no había otorgado el permiso de apertura de calzada, no modifica los extremos invocados. Las tareas realizadas revestían el carácter de emergencia lo que torna imposible que se haya solicitado el permiso de apertura de calzada con anterioridad. Que dicho permiso nada tiene que ver con quién ejercía la guarda del pozo al momento del accidente. Asimismo, se queja de la condena por daño emergente, cuando los perjuicios no fueron probados. También entiende que el rubro lesión permanente no procede por no haber sufrido la actora incapacidad alguna que justifique su reclamo, y ello surge de la pericia médica (fs.396/399). En cuanto al daño moral considera exorbitante el monto condenado para su indemnización. 

Agravios de la citada en garantía: se agravia de la responsabilidad endilgada a su asegurada Aguas de Santiago SA, imputando una errónea interpretación de las pruebas rendidas en autos, al descartarse en el fallo, arbitrariamente, la responsabilidad exclusiva en cabeza de la propia víctima o de un tercero (Municipalidad de la Capital) por quién no debe responder. También se queja por la improcedencia de los rubros condenados y sus injustificados montos. Respecto al daño emergente señala que el Sentenciante incurre en contradicción cuando primero manifiesta que su imposición será exigida dentro de lo que se haya efectivamente probado; luego pasa por alto ello y condena rubros donde reinaba la orfandad de pruebas. El Magistrado no tiene en cuenta que la actora contaba con obra social que asumió gran parte de los supuestos gastos. Respecto al rodado, el Juzgador entiende que a falta de prueba concreta sobre lo peticionado en la demanda, procede la suma de $1.000 a favor de la actora. Tampoco la actora detalló los supuestos bienes personales afectados, ni acreditó sus precios en el mercado. Por otro lado, cuando trata el Magistrado el rubro lesión permanente, tuvo en cuenta la pericia médica, cuando justamente el perito reconoció que la mayoría de las afirmaciones fueron referidas por la paciente, más jamás comprobadas clínicamente. También considera elevado el monto fijado por daño moral. Asimismo, considera que la fecha fijada a partir de la cual correrán los intereses es otra arbitrariedad, generando un enriquecimiento sin causa, ya que el accidente ocurrió el 29 de octubre de 2.002, y la aplicación de intereses se fija desde el día 24/8/02. Por último se agravia de la imposición de costas al demandado, con alcance a su parte. En efecto, opina que en base a los argumentos vertidos, debe eximirse de responsabilidad a a su parte y al segurado.Consideraciones legales.- En primer lugar analizaré las quejas vertidas por el demandado Aguas de Santiago S.A. y la citada en garantía, en lo que respecta a la responsabilidad atribuída por la sentencia. Para ello resulta necesario, a los fines de la correcta aplicación de la directriz señalada en el art. 391 del Código Procesal Civil y Comercial, merituar detenidamente las pruebas rendidas por las partes en torno al hecho en sí, como así también efectuar una interpretación razonable de la normativa contenida en la Ordenanza Municipal Nº 3.480/01 en cuanto a la autorización y permisos para iniciar las obras que allí se indican, los requisitos que la reglamentación exige durante la ejecución y los plazos para la aceptación por parte del Municipio. Esta Ordenanza, reglamenta lo atinente a los trabajos de Apertura de Calzadas y Veredas, del tendido de redes de infr aestructura y en general de cualquier trabajo que se realice en suelo de uso público municipal. La interpretación coherente de sus distintos artículos, requiere en este caso tener presente lo informado a fs. 316 por el Ente Municipal, donde los Ingenieros Sequeira y Peña, en calidad de encargados de la Dirección de Estudios y Proyectos de la Municipalidad Capital y Jefe de Dpto. de la Municipalidad Capital, respectivamente, manifiestan que "la Comuna no otorgó permiso Municipal para ejecutar esa rotura por que la empresa no cumplió con todos los requisitos necesarios para obtener tal permiso (Ord.Nº 3480/01). Que no obstante y en razón de que se había producido la rotura de la calzada se realizaron las inspecciones correspondientes y control del balizamiento a fines de que no se produjeran accidentes informándose de la existencia del bache a la Dirección de Obras Públicas. Según la Ordenanza Municipal Nª 863, art. 1 en el ámbito de la jurisdicción de la Municipalidad de la ciudad Capital de Sgo.del Estero, queda totalmente prohibido la ocupación transitoria o permanente, en forma total o parcial del dominio público municipal por cualquier ente o persona de carácter público o privado, sin previa autorización municipal correspondiente. En el art. 4 dice: los daños y perjuicios originados a las personas y/o bienes de terceros, son imputables en forma exclusiva y excluyente a los entes o personas referidos, quedando la Municipalidad de la Capital exenta de toda responsabilidad". 

Este informe emanado del Municipio se complementa con las pruebas de fs. 113/141 (notas a la Municipalidad), lo que me conduce a estimar como verosímil que la aceptación formal de la obra fue omitida en el caso de marras; es decir, no hubo declaración expresa por escrito en ese sentido por parte del Municipio, pero no obstante ello la Municipalidad, como lo expresa en su informe, procedió a las inspecciones correspondientes, lo que demuestra el ejercicio del poder de policía, función propia e indelegable del Estado, y la Empresa, en su caso, puede prestar colaboración, pero nunca con una responsabilidad mayor o más extensa que la que tiene el propio Estado frente a la comunidad. Razón por la cual, aún no existiendo una autorización expresa por parte del órgano administrativo, éste no queda liberado de responsabilidad. Ahondando más el tema, el art. 9 de la referida Ordenanza establece responsabilidad de la Empresa en caso de no cumplir con algunos de los puntos indicados, ello es durante la ejecución de la obra. Se demuestra que la empresa Aguas de Sgo. S.A envía nota a la Municipalidad, la que es recibida por dicho Organismo en fecha 23/10/2.002 a hs. 12,30, conforme surge de fs. 160 (seis días antes del accidente) dando cuenta de la conclusión del trabajo con el relleno y compactación de la zanja abierta, a fin de que la Municipalidad proceda a la repavimentación. Esa comunicación fue analizada por las Autoridades de contralor, de manera que a fs.163/186 obra la liquidación efectuada por la Dirección de Obras Públicas, y el depósito bancario respectivo por parte de la Empresa, pero a la fecha del accidente la repavimentación no estaba realizada, y prueba de ello es que la causa del infortunio fue la existencia del bache. De las declaraciones testimoniales de personas que viven en la zona (fs. 281, 290) emana la existencia del bache y la ausencia de señalización, lo que generó un peligro que no puede desconocerse. 

En este sentido Aguas de Santiago fue diligente al efectuar la reparación de manera inmediata, más no lo fue en tomar precauciones necesarias a fin de evitar accidentes como el que se produjo. Si bien comunicó al Municipio la finalización del trabajo, al tratarse de una obra realizada sin autorización previa, la seguridad del tránsito le imponía la obligación de mantener la custodia y el señalamiento que indicara la presencia de una reparación inconclusa porque le faltaba la repavimentación. El solo hecho de denunciar la obra, sin tener una respuesta sobre su aprobación, hacía pesar sobre su parte la carga de custodiar el bache hasta el cerramiento de la calzada. Por otra parte, al Municipio, por el poder de policía que ejerce, entiendo que también le cabe responsabilidad en igual proporción que a la Empresa demandada. Ello por la vigilancia que le pesa sobre los lugares públicos, agravada en este caso por la comunicación que le cursara Aguas de Santiago (fs. 160). No obstante ello, al no haber sido demandada la Comuna, y a fin de no vulnerar la garantía constitucional de la defensa en juicio, la misma no puede ser condenada, pero si corresponde disminuir la responsabilidad del quejoso en el porcentaje establecido, es decir 50%.- Probado el daño, la relación de causalidad y la culpabilidad del aquí demandado, solo resta determinar la procedencia y cuantía de los perjuicios reclamados. La accionante circunscribe su queja al rechazo del rubro lucro cesante.Se observa que el Sentenciante de grado desestimó este reclamo por falta de prueba de la actividad laboral desplegada por la actora. 

Es sabido que la determinación del lucro cesante se sustenta en la prueba de la actividad productiva que se desarrollaba, de las ganancias que por ella se percibía y del impedimento temporal que habría obstado a su continuación, infiriéndose que, según el curso ordinario de las cosas, los beneficios habrían subsistido en ese período de no haber mediado el hecho dañoso. En el caso concreto, la accionante manifiesta trabajar por la mañana en el Ministerio de Salud y Acción Social, y por la tarde como vendedora por comisión de la firma Sol Publicidad y de productos de la Escuela Granja del Zanjón. Sustenta su reclamo en el trabajo realizado en horas de la tarde. Al respecto, cabe recordar que el lucro cesante debe ser cierto y no meramente eventual (arts.519 y 1066 Código Civil), y la carga probatoria pesa sobre la actora, quien no lo demostró en este caso en forma suficiente. Solo aportó testimoniales fs.287,288,289 y 374, que evidencian que la tarea invocada como sustento de su pretensión no era más que una mera probabilidad de ganancias, lo que no que justifica la procedencia del reclamo.- Corresponde ahora que me expida sobre los agravios referidos a los rubros condenados, los que constituyen las quejas del demandado y de la citada en garantía. 

El rubro daño emergente, sostienen los apelantes su improcedencia por no haberlo probado la accionada. En este item, el Juzgador condena a la indemnización de los gastos médicos y de farmacia, por reparación del rodado y por los gastos de los bienes personales.Al respecto debe señalarse que cuando se trata de gastos de médicos y farmacia, los mismos se indemnizan por tratarse de erogaciones necesarias, por ser los gastos terapéuticos una consecuencia forzosa del accidente, no requiriendo prueba efectiva y acabada sobre la efectividad de los desembolsos y de su cuantía, siempre que los gastos invocados guarden razonable vinculación con la clase de lesiones producidas por el hecho. "Los gastos médicos y de farmacia son resarcibles aún en ausencia de prueba específica acerca de su monto, si su verosimilitud resulta cierta como consecuencia lógica y necesaria de las secuelas producidas por el accidente o tratamiento a que ha debido someterse la víctima, siempre y cuando el daño haya sido debidamente acreditado" (C.N.Civil, sala K, 1999/09/16" Quinteros, Rosa I. C/ Línea 159 Microómnibus Quilmes S.A.).Igual tratamiento merece la queja relativa a los gastos por daños en de los bienes personales de la accionante, atendiendo a que este rubro se acredita in re ipsa, por la fuerza de los hechos mismos, correspondiendo se reconozca su pago y más aún cuando de las testimoniales receptadas surgen daños al casco, ropa y lentes. No puedo decir lo mismo de los gastos por reparación del vehículo. Si bien es dable apreciar por las testimoniales que el rodado sufrió daños, lo cierto es que al reclamarse esta índole de reparación, la actora hace referencia a su recuperación a nuevo, por lo que se debe juzgar la resultante económica disvaliosa de esta reparación frente al restablecimiento patrimonial por el objeto dañado con la suma necesaria para su adquisición. Ello importa una indagación de tipo técnico y estimativo que excede al cometido de eventuales apreciaciones de orden discrecional en la fijación prudencial del perjuicio sufrido en los términos del art. 168 del Código Procesal.De tal modo que, al no estar acreditados esos extremos, no se está en presencia de un valor necesario para reparar el vehículo, porque el estimado supera a su costo de reposición. Ello desborda sin duda el ejercicio discrecional prudente previsto por la normativa de forma. Al no haber acreditado la actora el costo de reparación, no corresponde al Órgano jurisdiccional suplir la eventualidad de ese abandono. Nótese que la accionante, como base de este reclamo, acompaña un presupuesto (fs. 19) de fecha 2.004, es decir de dos años después del accidente, y de la concesionaria Cyclos S.R.L. ( fs. 21) sin fecha. La falta de fecha de este último y el tiempo transcurrido desde la fecha del hecho en el caso del primero,le quitan certidumbre en cuanto a la correspondencia con los daños experimentados en el hecho ilícito, y, por lo tanto, me llevan a descartar su valoración. 

Por el rubro lesión permanente, la actora intenta el resarcimiento por incapacidad permanente. La incapacidad es toda minusvalía física o psíquica que dificulta a la persona su relación con su mundo circundante (personas o cosas) y para obrar sobre el mismo. Si la lesión inferida no tiene tal secuela de tipo permanente no podemos hablar de una incapacidad en cuanto tal. La pericial médica constituye el medio idóneo para incorporar al proceso conocimientos especiales vinculados con la materia en análisis. Ella traduce al juez las vinculaciones de causa-efecto que puedan suceder entre acontecimientos probados. Su apreciación corresponde a los magistrados, y aún cuando la pericia no tenga carácter vinculante para el juez, el apartamiento de sus conclusiones debe encontrar apoyo en razones serias, en fundamentos objetivamente demostrativos de que no se halla reñida con principios lógicos o máximas de la experiencia. Teniendo en cuenta la pericia obrante a fs.396/398 y 425/426 se observa que el experto refiere a secuelas anatómicas, funcionales, estéticas y psicológicas de carácter parcial y permanente, que no se encuentran contemplados como incapacidad en los Baremos consultados. A su véz, a fs. 425 y 426, en la contestación a la impugnación planteada por la contraria, el profesional expresa que califica con carácter de severa a la secuela funcional y anatómica, por la incomodidad continua que refiere padecer la actora, es decir por los propios dichos de la accionante. Al tratar las alteraciones estéticas, por examen físico, dice que la actora presenta pérdida de ocho piezas dentales. Pero con un análisis razonable, se observa que a fs. 396 donde se menciona la historia clínica existente, no surge la ausencia de las piezas dentales, por lo que no puede afirmarse que la pérdida de las mismas se hayan ocasionado con motivo del accidente. Por ello, en atención a la ausencia de incapacidad expresamente reconocida por el perito médico, resulta improcedente la indemnización de dicho rubro. Resta analizar el reclamo por la suma condenada en reparación del daño moral, monto al que los quejosos consideran elevado. 

Su cuantificación obedece a criterios de prudencia y razonabilidad. "La fijación de sumas indemnizatorias en concepto de agravio moral no está sujeta a reglas fijas. Su reconocimiento y cuantía depende -en principio- del arbitrio judicial para lo cual basta la certeza de que ha existido, sin que sea necesaria otra precisión. SCBA, L 65082 S Fecha: 29/09/1998 Juez: HITTERS (SD) Caratula: Mendiola, María Luisa y otro c/ Agencia Marítima Walsh (E. Burton) S.R.L. s/ Cobro daños y perjuicios PUBLICACIONES: AyS 1998 V, 271 Mag. Votantes: Hitters-Salas-Pettigiani-Negri-de Lázzari-San Martín. Atendiendo a las características del hecho y sus secuelas, el monto condenado aparece prudente y merece ser confirmado.También la citada en garantía objeta la fecha fijada en la sentencia ( 24/08/02), a partir de la cual deberán computarse los intereses, ya que el hecho se produjo el día 29/10/2.002. Sostiene la jurisprudencia que "los intereses a computarse correspondientes a indemnizaciones de delitos o cuasidelitos se deben liquidar desde el día en que se produce cada perjuicio objeto de reparación (conf. Fallo plenario cnciv in re "Gomez, Esteban c/ Empresa Nac. De Transportes", ll 92-667) y no desde el dictado del fallo, en la indemnización por incapacidad, lesión estética y daño moral sufrida como consecuencia directa de un accidente, los intereses corren desde el día en que se produjo aquel. (en igual sentido: sala e, 30.6.94, "Fraga, Antonio c/ Villaverde, Jorge"; sala e, 17.11.95, "Esposito, Alfredo c/ Cordovana, Claudio" y acumulados).Auto: CAPELLI, MARCELA C/ ZANON HNOS. ITAL PARK SA S/ COBRO DE PESOS. - CAMARA COMERCIAL: A - Mag.:MIGUEZ DE CANTORE - JARAZO VEIRAS - VIALE - fecha: 30/07/1993. Analizando el fallo de primera instancia, se advierte que el Sentenciante consignó que los intereses deberán liquidarse desde la fecha del hecho, y erróneamente cita tanto en este punto como al principio, al redactar los hechos, una fecha distinta (29-2-02 y 24-8-02), razón por la que corresponde que la misma sea modificada. En consecuencia en atención a lo inicialmente expresado por la accionante y conforme las pruebas aportadas, el accidente se produjo el día 29-10-02, fecha a partir de la cual deben computarse los intereses condenados. 

Por todo lo expuesto A LA PRIMERA CUESTION la Dra. Brunello de Zurita dijo: voto por la negativa y propongo a mis colegas de Tribunal revocar parcialmente la sentencia de primera instancia, rechazando el recurso de apelación interpuesto por la accionante y haciendo lugar parcialmente a los recursos planteados por el demandado y la citada en garantía, de la siguiente manera:establecer concurrencia de responsabilidad, entre la Empresa demandada y la Municipalidad de la Capital en un 50%, porcentaje por el que deberá responder la aquí demandada sobre el monto condenado. Rechazar lo reclamado como daño emergente referido a la reparación del motovehículo a nuevo y por el rubro lesión permanente, conforme lo ut-supra expresado. Establecer que los intereses condenados se computarán desde el 29-10-2.002.- 

A la primera cuestión los Dres. Pablo Santiago Sirena y Victor Manuel Rotondo dijeron: que comparten los fundamentos vertidos por la Vocal preopinante. A LA SEGUNDA CUESTION, la Dra. Brunello de Zurita dijo: Corresponde confirmar las costas de la instancia de origen. En esta Alzada imponerlas del siguiente modo: a la accionante en su recurso y en un 50% al demandado y la citada en garantía en su apelación y el restante 50% a la actora. A la segunda cuestión los Dres. Pablo Santiago Sirena y Victor Manuel Rotondo dijeron: que votan en el mismo sentido. Con lo que termina el acuerdo que firman los Sres. Vocales Dres. Azucena B. de Zurita, Pablo Santiago Sirena y Victor Manuel Rotondo. Ante mi: Dra. Rosa Cecilia Ausar de Pena, Secretaria. Es copia fiel del original. Doy fe.- 

SENTENCIA: Santiago del Estero, 06 de Agosto del dos mil trece. A mérito del Acuerdo que antecede el Tribunal RESUELVE: I) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la accionante. II) Hacer lugar parcialmente a los recursos planteados por el demandado y la citada en garantía. En su mérito revocar parcialmente la sentencia apelada y en consecuencia: a) Establecer concurrencia de responsabilidad, entre la Empresa demandada y la Municipalidad de la Capital en un 50% a cada una, porcentaje por el que deberá responder la aquí demandada sobre el monto condenado. b) Rechazar lo reclamado como daño emergente referido a la reparación del motovehículo a nuevo y por el rubro lesión permanente, conforme lo ut-supra expresado, confirmando la condena por los items gastos médicos y de farmacia ($3.000) y gastos por daño a bienes personales ($1.200). c) Establecer que los intereses condenados se computarán desde el 29-10-2.002. III) Confirmar las costas de la instancia de origen. IV) Imponer las costas de esta instancia del siguiente modo: a la accionante en su recurso y en un 50% al demandado y la citada en garantía en su apelación y el restante 50% a la actora. Notifíquese y agréguese copia de la presente, la que se reservará por Secretaria.- 

Azucena B. de Zurita 

Pablo Santiago Sirena 

Victor Manuel Rotondo. 

Ante mi: Dra. Rosa Cecilia Ausar de Pena, Secretaria. Es copia fiel del original. Doy fe.-
